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PROYECTO DE INVESTIGACION 
 
 
I.- INTRODUCCIÓN:  
        La corrupción, como desnaturalización del poder1, constituye una preocupación mundial 
que ha motivado su regulación tanto en el ámbito nacional, comparado y supranacional. En este 
último plano se ha dictado, la Convención Interamericana en Contra de la Corrupción2 y la 
Convención de Naciones Unidas3; instrumentos a los que han adherido numeroso Estados entre 
los que se encuentra nuestro país y que imponen el cumplimiento de ciertos recaudos. 
         Debe tenerse presente que cualquier enfoque que pretenda hacerse sobre la temática de la 
corrupción debe ser de carácter multidisciplinario y no meramente jurídico, pues sus causas son 
multívocas, aunque compartimos la postura de González Pérez, cuando señala que la corrupción 
es el producto de la degradación de los valores morales4, en virtud del triunfo del materialismo 
exacerbado, el relativismo y el hedonismo. Sin embargo, entendemos que el Derecho puede 
hacer una gran contribución en el establecimiento de reglas claras que encaucen 
comportamientos transparente de los diversos operadores jurídicos y sociales. Por tales motivos, 
nuestro trabajo se circunscribirá al plano jurídico y, dentro de ello, a un análisis desde el derecho 
público. 
 
 II.- ANTECEDENTES 
         En la República Argentina –a nivel federal- los organismos que tienen a su cargo el control 
específico de esa materia son la Oficina Anticorrupción (OA) y la Fiscalía de Investigaciones 
Administrativas (FIA) 
         De acuerdo a la Ley 25.2335 la OA se ubica en la esfera del Ministerio de Justicia de la 
Nación, tiene a su cargo la elaboración y coordinación de programas de lucha contra la 
corrupción en el Sector Público Nacional y de los sujetos que tengan como principal fuente de 
recursos el aporte estatal y es la autoridad de aplicación de la Ley de Ética Pública6 y de la 
CICC. El art. 6º establece que ese organismo está a cargo de un Fiscal de Control 
Administrativo, designado y removido por el Presidente de la Nación a propuesta del Ministro de 
Justicia. 
         Entre sus competencias se destacan: 1) La facultad de recibir denuncias que hicieran 
particulares o agentes públicos que se relacionen con su objeto e investigarlos si correspondiere; 
2) Investigar preliminarmente a toda Institución o Asociación que tenga como principal fuente de 
recursos el aporte estatal, en caso de sospecha razonable sobre irregularidades en la 
administración de los mencionados recursos; 3) Denunciar ante la justicia competente los hechos 
que como consecuencia de las investigaciones practicadas, pudieren constituir delitos; 4) 
Constituirse en parte querellante en los procesos en que se encuentre afectado el patrimonio del 
Estado y 5) Llevar el registro de las declaraciones juradas de los agentes públicos;  
         El art. 3º, por su parte, sujeta el ejercicio de las principales funciones establecidas en el art. 
2º al hecho de que el Fiscal de Control Administrativo considere la cuestión de significación 
institucional, económica o social.  
                                                 
1 Cfr. RODRÍGUEZ-ARANA MUÑOZ, Jaime, “Ética, política y urbanismo”, Revista del Régimen de la Administración 
Pública, Nº 333 pag. 83, esp. 98. 
2 En adelante CICC. 
3 En adelante CNUCC. 
4 GONZALEZ PEREZ, Jesús, “La Ética Pública”, Revista Argentina del Régimen de la Administración Pública, Nº 283, 
pag. 13 y ss. 
5 B.O. 14/12/1999. 
6 Ley 25.188, B.O., 01/11/1999.  
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        La FIA, por su parte, forma parte del Ministerio Público Fiscal como órgano dependiente de 
la Procuración General de la Nación7. Está integrada por el Fiscal Nacional de Investigaciones 
Administrativas y los demás magistrados que establece la Ley 21.3838.  
         Tiene como finalidad controlar la legalidad administrativa y, en caso de detectar 
irregularidades, ordenar a través de un dictamen que es vinculante, la instrucción de sumarios 
administrativos o –en su caso- denunciar penalmente y participar en las causas, con las variantes 
introducidas por la Resolución 147/08 del PGN. 
         Por otra parte, los datos empíricos de los últimos años ubican a la República Argentina 
entre los estados en donde hay más corrupción del planeta al ubicarlo, por lo general, por debajo 
del puesto número cien en nivel de trasparencia9. A pesar de ello, la doctrina del derecho público 
no ha abordado la cuestión concerniente a si el modo y la forma en que se hallan constituidos 
tales organismos resulta adecuado para alcanzar niveles elevados de transparencia. Es decir, no 
se ha detenido a analizar si una de las causas de aquel mal es justamente la deficiencia 
organizativa y de funcionamiento de tales sujetos de control.   
           
III.- PLANTEO DEL PROBLEMA 
         La circunstancia en cuanto a que no se han estudiado si los organismos que tienen a cargo 
el control estatal de la corrupción se encuentran organizados y constitutitos para cumplir con su 
función de una manera tal que permita alcanzar estándares elevados de transparencia, nos pone 
frente a una situación problemática, pues la carencia de investigaciones sobre una temática de 
suma trascendencia pública ha provocado –y continúa haciéndolo- que los organismos referidos 
sigan funcionando de la misma manera a pesar de la deficiencias apuntadas, derivándose de ello 
una grave afectación del interés público, a las arcas estatales, permitiendo la impunidad de los 
actos de corrupción, etc. 
 
III.1. Formulación del problema a investigar: 
 
 
III.2. Preguntas alternativas que derivan de la situación problemática: 
         Dicha situación y la problemática provocada por el inadecuado de control de la corrupción, 
nos generan los siguientes interrogantes alternativos y especiales, que enunciamos a 
continuación: 
* ¿Cómo se encuentra constituida la Oficina Anticorrupción y la Fiscalía de Investigaciones 
Administrativas? 
* ¿Cómo es su funcionamiento?  
* ¿Quién designa a sus autoridades y miembros?  
*¿Quien y cómo los remueve?  
*¿Cuentan dichos organismos con recursos financieros propios?  
* ¿Cuáles son la directrices de contralor que surgen de los instrumentos internacionales?, ¿Cuál 
es su jerarquía normativa?  
* ¿Quién es el encargado de hacerlas cumplir? 
                                                 
7 En adelante PGN. 
8 B.O. 20/081976. 
9 Pueden confrontarse los índices de transparencia internacional de los últimos años en:  www.transparency.org. 
 ¿” LOS ORGANISMOS PUBLICOS QUE TIENEN A SU CARGO EL CONTROL DE 
LA CORRUPCIÓN Y DE LA ETICA PUBLICA SE HALLAN CONSTITUIDOS Y 
ORGANIZADOS DE UNA MANERA QUE PERMITA ALCANZAR NIVELES 
ELEVADOS DE TRANSPARENCIA”?   
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* ¿Cuáles son las consecuencias su incumplimiento?  
 
IV.- OBJETIVO GENERAL Y OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
IV.1. Objetivo general 
         Determinar si la forma en que se hallan organizados y constituidos los aludidos organismos 
anticorrupción permite efectuar un control que posibilite alcanzar niveles elevados de 
trasparencia.  
IV.2. Objetivos específicos 
         1) Identificar los pilares bajo los que se halla constituida la OA y la FIA. 
         2) Definir cuales son los patrones organizativos y de funcionamiento que emanan de los 
aludidos instrumentos internacionales.  
         3) Establecer qué papel desempeñan tales organismos en materia de control de la 
corrupción. 
         4) Identificar las directrices que emanan de los instrumentos internacionales que regulan la 
materia. 




         Como se apuntó previamente, la cuestión relativa a si los organismos encargados del 
control de la corrupción se hallan constituidos y organizados de manera tal que permitan 
alcanzar niveles elevados de trasparencia no ha recibido trato particularizado de la doctrina de 
nuestro país. Visto de este modo y frente a la carencia de estudios sobre el tema, nuestra 
investigación se presenta como un tema original y de interés para la ciencia jurídica de 
innumerable impacto jurídico y social.  
         Cabe poner de resalto, también, esa temática presenta gran actualidad, en un país, que 
conforme a los datos empíricos existentes en los últimos años se encuentra entre los estados con 
mayores niveles de corrupción del mundo ubicándoselo, por lo general, por debajo del puesto 
número cien en nivel de trasparencia. Asimismo, se ha demostrado que el costo social de la 
corrupción en Argentina desde el regreso de la democracia en 1983 ha sido estimado en la suma 
de diez mil millones de pesos y que desde ese año se promovieron 750 causas judiciales 
vinculadas a la corrupción y solo en de tres de ellas hubo condenas10.  
       
VI.- MARCO TEÓRICO 
         Del análisis expuesto se advierte la existencia de una situación problemática derivada de la 
falta de estudio particularizado del tema, pues los estudiosos del derecho público no han 
ingresado al análisis de si dichos organismos públicos de control se encuentran constituidos y 
organizados de manera tal que permitan alcanzar niveles aceptables de transparencia. 
         Partiendo de ello y teniendo en cuenta las circunstancias puestas de resalto, a continuación 
se elaborará la hipótesis que surge del problema que constituye el objeto de la investigación, para 
luego fundar la que tentativamente es estimada como correcta. 
VI.1. Hipótesis escogida:  
LA OA Y LA FIA NO SE ENCUENTRAN CONSTITUIDAS Y ORGANIZADAS DE 
MANERA TAL QUE SE PUEDA ALCANZAR NIVELES ELEVADOS DE 
TRANSPARENCIA. 
VI.2. Fundamentación de la hipótesis tentativamente escogida. 
         Adherimos provisoriamente a dicha hipótesis en razón de los siguientes argumentos: 
1) Se encuentran reducidas las posibilidades de control de la OA si se la ubica bajo la órbita de 
un ministerio del P.E.N. pues no puede haber control adecuado si hay dependencia jerárquica 
                                                 
10 Confrontar el Informe denominado “La parálisis de la justicia frente a los casos de la corrupción” realizado por la 
Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia: www.acij.org.ar 
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con el controlado. Máxime, teniendo en cuenta que el Fiscal de Control Administrativo es 
designado y removido por el Presidente a propuesta del Ministro de Justicia. 
2) Es inconveniente que el ejercicio de la funciones de contralor dependan de criterios de 
discrecionalidad como son valorar la significación institucional, económica y social del asunto, 
tal como lo dispone la normativa que regula la OA. 
3) La FIA al integrar un órgano que pertenece al Poder Judicial, carece de la independencia 
necesaria que llevar adelante su cometido. 
4) Si bien es un aliciente que la designación de los miembros de la FIA se haga por concurso de 
oposición y antecedentes, resulta inadecuado que el nombramiento recaiga en manos del P.E.N. 
con el asentimiento previo del Senado.  
5) En virtud de la Resolución 147/08 dictada por la PGN se encuentran limitadas notablemente 
las facultades de la FIA dado que no puede ejercer directamente la acción penal sino que es 
necesario que previamente el fiscal de la causa exteriorice un criterio contrario a la prosecución 
de la acción y ya que tampoco puede intervenir en las  medidas cautelares. 
 
VII.- DISEÑO DE INVESTIGACIÓN 
VII.1. Dimensión témporo-espacial 
         En cuanto al aspecto temporal debe señalarse que nuestro análisis se limitará al estudio del 
control de la corrupción de acuerdo al sistema vigente en la actualidad. La dimensión espacial de 
este proyecto de investigación se circunscribe –en la primera etapa- a la órbita federal. En la 
segunda, etapa trasladaremos los interrogantes a los sistemas provinciales, a los fines de detectar 
si existen organismos encargados de controlar esa materia y, en su caso, si cumplen con tales 
exigencias. 
VII. 2. Ámbito de estudio 
         Al estudiar el tema se tendrá en cuenta la normativa jurídica que regula directamente la 
cuestión así como los referidos instrumentos internacionales. 
VII. 3. Diseño de análisis 
         El tipo de análisis a emplear para este trabajo de investigación jurídica, será descriptivo-
cualitativo pues intentaremos saber cómo se manifiesta el fenómeno del control de la corrupción 
por la OA y la FIA dentro del ámbito témporo-espacial. Así, se procurará la descomposición del 
problema en sus diversos aspectos, estableciendo relaciones y niveles que ofrecen una imagen de 
funcionamiento del instituto jurídico objeto de estudio. 
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VII. 5. Plan de estudio 
ACTIVIDADES MESES 
SELECCIÓN DEL MATERIAL 2 MESES 
ORGANIZACIÓN DEL MATERIAL 2 MESES 
ANÁLISIS DEL MATERIAL 3 MESES 
SISTEMATIZACION 2 MESES 
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REDACCIÓN  2 MESES 
 
VIII.- PRESUPUESTO Y RECURSOS 
Recursos humanos: La investigación será desarrollada por el Dr. Alfonso Buteler y contará con 
la colaboración de la Adscripta ab. Natalia Soledad Sánchez y la Ayudante Alumna Dana Sol 
Torres. Se dedicará al trabajo de investigación 15 horas semanales. 
Recursos materiales: La Universidad Empresarial Siglo 21 facilitará el ámbito físico y la 
infraestructura para el desarrollo del proyecto, lo que permitirá el relevamiento de la legislación 
y la jurisprudencia, así como la consulta de la bibliografía especializada. Se cuenta con un 
ordenador a los fines del almacenamiento de la información necesaria para este proyecto. 
 
IX.- APLICABILIDAD DE LOS RESULTADOS 
         Este proyecto procura abordar el estudio de la temática relativa al control que realizan los 
organismos que deben controlar la corrupción a nivel federal a los efectos de poner de resalto 
que la forma en que funcionan y se hallan constituidos, no permite alcanzar niveles adecuados de 
transparencia, con la finalidad de proporcionar mayor precisión conceptual sobre cuestiones de 
gran relevancia pública y social.  
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